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RESOLUCIÓN OCAS-SO-21062017-N
o
31 

 
EL ÓRGANO COLEGIADO ACADÉMICO SUPERIOR 

 
CONSIDERANDO 

 
Que, el artículo 26 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La educación es un 
derecho de las personas a lo largo de su vida y un deber ineludible e inexcusable del Estado. 
Constituye un área prioritaria de la política pública y de la inversión estatal, garantía de la igualdad e 
inclusión social y condición indispensable para el buen vivir. Las personas, las familias y la sociedad 
tienen el derecho y la responsabilidad de participar en el proceso educativo”; 
 
Que, el artículo 27 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La educación se 
centrará en el ser humano y garantizará su desarrollo holístico, en el marco del respeto a los 
derechos humanos, al medio ambiente sustentable y a la democracia; será participativa, obligatoria, 
intercultural, democrática, incluyente y diversa, de calidad y calidez; impulsará la equidad de género, 
la justicia, la solidaridad y la paz; estimulará el sentido crítico, el arte y la cultura física, la iniciativa 
individual y comunitaria, y el desarrollo de competencias y capacidades para crear y trabajar. La 
educación es indispensable para el conocimiento, el ejercicio de los derechos y la construcción de un 
país soberano, y constituye un eje estratégico para el desarrollo nacional”; 

 
Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “Las instituciones del 
Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que 
actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les 
sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el 
cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en 
la Constitución”; 
 
Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La administración 
pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, 
calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, 
transparencia y evaluación”; 
 
Que, el artículo 351 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “(… Este sistema se 
regirá por los principios de autonomía responsable, cogobierno, igualdad de oportunidades, calidad, 
pertinencia, integralidad, autodeterminación para la producción del pensamiento y conocimiento, en el 
marco del diálogo de saberes, pensamiento universal y producción científica tecnológica global”; 
 
Que, el artículo 355 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “(…) Se reconoce a 
las universidades y escuelas politécnicas el derecho a la autonomía, ejercida y comprendida de 
manera solidaria y responsable. Dicha autonomía garantiza el ejercicio de la libertad académica y el 
derecho a la búsqueda de la verdad, sin restricciones; el gobierno y gestión de sí mismas, en 
consonancia con los principios de alternancia, transparencia y los derechos políticos; y la producción 
de ciencia, tecnología, cultura y arte (…)”; 
 
Que, el artículo 3 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “La educación superior de 
carácter humanista, cultural y científica constituye un derecho de las personas y un bien público social 
que, de conformidad con la Constitución de la República, responderá al interés público y no estará al 
servicio de intereses individuales y corporativos”; 
 
Que, el artículo 4 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “El derecho a la educación 
superior consiste en el ejercicio efectivo de la igualdad de oportunidades, en función de los méritos 
respectivos, a fin de acceder a una formación académica y profesional con producción de 
conocimiento pertinente y de excelencia. 
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Las ciudadanas y los ciudadanos en forma individual y colectiva, las comunidades, pueblos y 
nacionalidades tienen el derecho y la responsabilidad de participar en el proceso educativo superior, 
a través de los mecanismos establecidos en la Constitución y esta Ley”; 
 
Que, el artículo 5 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “Son derechos de las y los 
estudiantes los siguientes: a) Acceder, movilizarse, permanecer, egresar y titularse sin discriminación 
conforme sus méritos académicos; b) Acceder a una educación superior de calidad y pertinente, que 
permita iniciar una carrera académica y/o profesional en igualdad de oportunidades (…)”; 
 
Que, el artículo 8 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “La educación superior 
tendrá los siguientes fines: d) Formar académicos y profesionales responsables, con conciencia ética 
y solidaria, capaces de contribuir al desarrollo de las instituciones de la República, a la vigencia del 
orden democrático, y a estimular la participación social; (…)”; 
 
Que, el artículo 12 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “El Sistema de Educación 
Superior se regirá por los principios de autonomía responsable, cogobierno, igualdad de 
oportunidades, calidad, pertinencia, integralidad y autodeterminación para la producción del 
pensamiento y conocimiento en el marco del diálogo de saberes, pensamiento universal y producción 
científica tecnológica global. 
Estos principios rigen de manera integral a las instituciones, actores, procesos, normas, recursos, y 
demás componentes del sistema, en los términos que establece esta Ley”; 
 
Que, el artículo 13 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “(…) c) Formar académicos, 
científicos y profesionales responsables, éticos y solidarios, comprometidos con la sociedad, 
debidamente preparados para que sean capaces de generar y aplicar sus conocimientos y métodos 
científicos, así como la creación y promoción cultural y artística; (…)”; 
 
Que, el artículo 17 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “El Estado reconoce a las 
universidades y escuelas politécnicas autonomía académica, administrativa, financiera y orgánica, 
acorde con los principios establecidos en la Constitución de la República (…)”; 
 
Que, el artículo 18 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “La autonomía responsable 
que ejercen las universidades y escuelas politécnicas consiste en: (…) c) La libertad en la elaboración 
de sus planes y programas de estudio en el marco de las disposiciones de la presente Ley; (…) e) La 
libertad para gestionar sus procesos internos (…)”; 
 
Que, el artículo 28 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “Fuentes complementarias 
de ingresos y exoneraciones tributarias.- Las instituciones de educación superior públicas podrán 
crear fuentes complementarias de ingresos para mejorar su capacidad académica, (…) en los 
términos establecidos en esta Ley. (…)”; 
 
Que, el artículo 71 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “El principio de igualdad de 
oportunidades consiste en garantizar a todos los actores del Sistema de Educación Superior las 
mismas posibilidades en el acceso, permanencia, movilidad y egreso del sistema, sin discriminación 
de género, credo, orientación sexual, etnia, cultura, preferencia política, condición socioeconómica o 
discapacidad (…)”; 
 
Que, el artículo 93 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “El principio de calidad 
consiste en la búsqueda constante y sistemática de la excelencia, la pertinencia, producción óptima, 
transmisión del conocimiento y desarrollo del pensamiento mediante la autocrítica, la crítica externa y 
el mejoramiento permanente”; 
 
Que, el artículo 127 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “Las universidades y 
escuelas politécnicas podrán realizar en el marco de la vinculación con la colectividad, cursos de 
educación continua y expedir los correspondientes certificados. 
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Los estudios que se realicen en esos programas no podrán ser tomados en cuenta para las 
titulaciones oficiales de grado y posgrado que se regulan en los artículos precedentes”; 
 
Que, el artículo 83 del Reglamento de Régimen Académico, establece: “La educación continua hace 
referencia a procesos de capacitación, actualización y certificación de competencias laborales 
específicas, desarrolladas en el marco de la democratización del conocimiento, que no conducen a 
una titulación de educación superior.  
La educación continua está dirigida a la sociedad en general, por el carácter de los aprendizajes que 
se imparten, la estructura y operación de los programas, debe ser flexible y abierta a las necesidades 
de los actores y sectores de desarrollo.  
Para garantizar su calidad, podrán incorporar a docentes que pertenezcan él colectivos y cuerpos 
académicos de los distintos campos de estudio, curriculares e institucionales, o a otros profesionales 
de reconocida trayectoria.  
La educación continua se ejecutará en forma de cursos, seminarios, talleres y otras actividades 
académicas que no conducen a una titulación, por lo que no podrán ser homologadas las horas, ni los 
productos académicos del aprendizaje.  
Las IES deberán elaborar el portafolio de educación continua, que constará en la planificación 
estratégica y operativa, evidenciando su articulación con los problemas de la sociedad y los desafíos 
de las nuevas tendencias de la ciencia, la profesión, el desarrollo sustentable, la cultura y el arte.  
El portafolio de educación continua estará articulado a los Dominios Científicos, Tecnológicos, 
Artísticos y Humanísticos, en función de las trayectorias y capacidades de las IES. Para ofertar 
educación continua en trayectorias y capacidades distintas a los dominios de las IES, podrán 
establecerse alianzas estratégicas que garanticen una oferta de calidad y que responda a las 
necesidades de los actores y sectores.  
Para el desarrollo de los ambientes de aprendizajes que demanda el portafolio de educación 
continua, podrán utilizarse laboratorios, tecnologías y recursos académicos, en función de las 
temáticas y propuestas.  
Las IES podrán realizar alianzas estratégicas, para la utilización de instalaciones de empresas 
públicas y privadas de producción de bienes y servicios, espacios culturales, artísticos y otros, de 
acuerdo a la organización y propósitos que orientan la pertinencia de las propuestas”; 
 
Que, el artículo 85 del Reglamento de Régimen Académico, establece: “Los cursos de educación 
continua podrán ser certificados por las IES que los impartan. Estos cursos no podrán ser tomados en 
cuenta para las titulaciones oficiales de la educación superior en e l Ecuador. El CEAACES evaluará 
de forma general, la organización y calidad académica de la oferta de educación continua avanzada 
de las universidades, escuelas politécnicas e institutos técnicos y tecnológicos superiores”; 

 
Que, el artículo 55 del Estatuto Orgánico de la UNEMI, establece: “Son atribuciones del Consejo 
Directivo: a) Organizar y regular la marcha académica y administrativa de la Facultad;(…) g) Conocer 
y resolver las solicitudes que se presenten, de conformidad con el Estatuto Orgánico, los 
Reglamentos y las disposiciones del Consejo Universitario (…)”; 
 
Que, el artículo 58 literal e) del Estatuto Orgánico de la UNEMI, establece: “Son atribuciones y 
deberes del Decano de la Facultad o Unidad Académica: a) Cumplir y hacer cumplir las disposiciones 
de la Ley, el Estatuto Orgánico, los Reglamentos y las disposiciones de los Organismos y Autoridades 
Superiores de la Universidad; (…) h) Solicitar informes a los profesores, en relación con su actividad 
específica (…)”; 
 
Que, el artículo 92 del Estatuto Orgánico de la UNEMI, establece: “La Comisión Académica, es un 
órgano de asesoría dependiente del H. Consejo Universitario, siendo sus responsabilidades las 
siguientes: (…) c) Monitorear y evaluar los programas, proyectos y actividades ejecutadas en las 
áreas de docencia, investigación y vinculación con la colectividad (…)”;  
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Que, el Ph.D. Patricio Rigoberto Álvarez Muñoz, Vicerrector Académico y de Investigación, pone a 
consideración de los integrantes del OCAS, lo adoptado por Comisión Académica, en sesión 
ordinaria, realizada el 29 de mayo 2017, mediante RESOLUCIÓN CA-SO-29052017-Nº8; y, 
 
En el ejercicio de las atribuciones que le confiere el Art. 47 de la Ley Orgánica de Educación Superior 
publicada en el Registro Oficial  N

o
 298 del 12 de octubre 2010.   

 
RESUELVE: 

 
Artículo Único.- Ratificar lo adoptado por Comisión Académica, en sesión ordinaria, realizada el 29 
de mayo 2017, mediante RESOLUCIÓN CA-SO-29052017-Nº8; “Conceder el aval académico al 
curso Módulos de Computación, solicitado mediante Oficio n

o
. EPUNEMI-GG-2017-068-OF, del 20 de 

marzo 2017, suscrito por el Mgs. Javier Vélez Díaz, Gerente General EPUNEMI; Disponer a la 
Gerencia General EPUNEMI, acoger las conclusiones y recomendaciones citadas en el INFORME 
ITI-VICAC-RLS-024, suscrito por el Mgs. Víctor Hugo Rea Sánchez, Director de la carrera Ingeniería 
en Sistemas Computacionales”. 
 

DISPOSICIÓN FINAL 
 
Única.- La resolución entrará en vigencia a partir de su expedición, sin perjuicio de su publicación en 
la página web de la institución www.unemi.edu.ec, en el link documentos institucionales. 
 
Dado en la ciudad de San Francisco de Milagro, a los veintiún días del mes de junio de dos mil 
diecisiete, en la séptima sesión del Órgano Colegiado Académico Superior. 
 
 
 

Ing. Fabricio Guevara Viejó, Ph.D.                                                 Lic. Diana Pincay Cantillo 
                 RECTOR                                                                    SECRETARIA GENERAL (E) 

 
 

 


